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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0106

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), veinticuatro (24) días del mes de noviembre del año dos mil nueve (2009), siendo las tres y cuarenta y cinco de la tarde (03:45 p.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora MARÍA DELFINA VANEGAS DE ZAPATA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada propuesta contra la sentencia emitida el treinta y uno [31] de julio de dos mil nueve [2009] por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:

Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor de la señora MARÍA DELFINA VANEGAS DE ZAPATA el incremento adicional del 14% sobre la pensión mínima, por tener a su cargo a su cónyuge desde el reconocimiento de la pensión, retroactivo con la respectiva indexación, las costas y las agencias del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 001830 de 2006, el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, le reconoció la pensión de vejez a partir del 27 de marzo de 2006; sin tener en cuenta el incremento adicional del 14% a que tiene derecho por tener a cargo a su cónyuge, Guillermo Antonio Zapata Ruíz, el cual depende económicamente de ella, toda vez que no desempeña ningún tipo de labor remunerada.

Que la actora mediante reclamación administrativa presentado el 29 de agosto de 2006, solicitó ante la entidad demandada el reconocimiento de los incrementos pensionales, recibiendo respuesta por aquella, quedando así agotado el requisito de la vía gubernativa. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos relatados en la demanda y manifiesta que la actora se encontraba en el régimen de prima media con prestación definida, entre las cuales no se encuentra el beneficio que solicita. Se opuso a todas las excepciones de la demanda donde excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “INEXISTENCIA DE NORMA QUE RECONOZCA EL DERECHO AL PAGO DEL INCREMENTO PENSIONAL POR PERSONAS A CARGO”, “PRESCRIPCIÓN” y “GENÉRICAS”.

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia, a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda y condenar en costas a la parte demandante.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que de conformidad con las pruebas allegadas al proceso, quedó plenamente demostrado que a la demandante le fue reconocido el derecho a la pensión de vejez desde el mes de marzo de 2006, bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, que contempla entre otros, el beneficio al incremento pensional del 14% por cónyuge, al igual que se demostró su vínculo matrimonial con el señor Guillermo Antonio Zapata Ruíz, quien se reputa dependiente económicamente de la demandante.  En este sentido se afirma que la accionante obtuvo su pensión bajo el imperio del Acuerdo 049 de 1990, igualmente que los beneficios, derechos y prerrogativas en el contemplados, dejaron de existir una vez surgió a al vida la Ley 100 de 1993 que es la que regentaba las materias del caso para cuando se configuró la dependencia económica del señor Guillermo Antonio Zapata Ruíz. Es decir, que la calidad de dependiente fue en vigencia de otra ley, y por ello se debe regir bajo sus disposiciones como consecuencia de condición de ser créditos independientes de la pensión. 

IV.- FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación en el que manifiesta que la postura adoptada por la ad-quo sobre el testimonio rendido por la señora Aleyda Duque Duque, es interpretada en forma errada, pues deja claro ésta que la manuntención del hogar y del señor Zapata Ruíz lo sustenta la actora con su mesada pensional.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Se cumplieron por parte de la demandante los requisitos exigidos por el Acuerdo 049 de 1990, para acceder al beneficio de incremento pensional por personas a cargo, durante su vigencia? 

3. De los requisitos exigidos por el acuerdo 049 de 1990 para acceder al beneficio del incremento pensional por personas a cargo:


El artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge, compañero (a) permanente e hijos menores de edad, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 

“Artículo 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan económicamente del beneficiario y,

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.

Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal.” 


Debe entenderse que, por virtud de la aplicación de la ley en el tiempo, los pensionados bajo las condiciones del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, deben cumplir todos los requisitos contemplados en el artículo 21 del referido Acuerdo 049 de 1990, si desean hacerse merecedores a los beneficios allí contemplados, lo que significa, ni más ni menos, que las circunstancias que dan origen a los mentados incrementos por personas a cargo deben darse en vigencia de la norma en virtud de la cual se reconoce el derecho principal de la pensión, para acceder al mayor porcentaje de la mesada básica pensional, que es lo accesorio. Lo contrario daría lugar a la violación del Principio de Inescindibilidad –Conglobamento- según el cual, cuando de aplicar normas favorables al trabajador se trate, se debe aplicar la escogida en su integridad, porque el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo repugna utilizar y mezclar las varias normas favorables para aplicarlas todas formando una lex tertia que no tolera el derecho laboral.     


La aludida intelección de la norma corresponde a su verdadero sentido, porque no podría ser justo que, habiéndose concedido el derecho principal de la pensión en vigencia de una norma actualmente derogada, se acojan circunstancias nacidas en vigencia de otras disposiciones que ya no contemplan los incrementos pensionales. Ello implicaría darle aplicación a condiciones y circunstancias nuevas respecto de requisitos legales derogados actualmente y no aplicables, con grave perjuicio a la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones de la Ley de Seguridad Social, en los términos del artículo 48 de la Constitución Nacional, con la adición del Acto Legislativo 1 de 2005, artículo 1º.    

4. Caso concreto:


No cabe duda alguna de que la actora, María Delfina Vanegas de Zapata, es pensionada por vejez por el Instituto de Seguros Sociales, a través de la Resolución N° 001830 de 27 de marzo de 2006 (fl. 4), a partir del 1 de abril de 2006; así mismo en el contenido de dicho acto administrativo se establece que la prestación se concede en virtud de lo dispuesto en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, régimen de transición al cual accedió por cumplir los presupuestos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. También hay prueba suficiente del matrimonio que contrajo con Guillermo Antonio Zapata Ruíz el 26 de diciembre de 1970 (fl.8), situación que es acreditada con copia auténtica del registro civil de matrimonio.


Si bien es cierto el vínculo marital existe desde la fecha mencionada, de conformidad con el testimonio recepcionado en el curso del proceso, en donde la señora Aleyda Duque Duque manifiesta que el señor Zapata Ruíz trabaja en construcción pero hace cinco meses que no lo ve trabajar, le resultan cositas (sic) pero no como fijas (fl.29); la dependencia económica apenas data de 5 meses atrás, es decir, aproximadamente para inicios del año 2009 se vino a cumplir con tal presupuesto, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 100 de 1993 que, en reiteradas oportunidades ha dicho esta Sala no establece tales incrementos, luego no se puede hablar de que dicha circunstancia especial en la cual se basa el derecho a incrementar la pensión de vejez de conformidad con el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, haya ocurrido en vigencia de esa legislación, lo que a todas luces implica el no cumplimiento de los requisitos allí establecidos y por ende la negación del derecho.

5. Conclusión:

Del material probatorio allegado al proceso se puede concluir que el cónyuge adquirió la dependencia económica de la aquí demandante cuando ya no estaba rigiendo el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, quedando incumplida la requisitoria para acceder al incremento deprecado, por lo que será confirmado el fallo revisado.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 31 de julio de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora MARÍA DELFINA VANEGAS DE ZAPATA contra el INSTITUTOS DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin lugar a costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE

Secretaria

